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Rama Judicial 
Juzgado Treinta y Seis Civil Del Circuito De Bogotá. 

República de Colombia 

Bogotá, D.C., Dieciocho (18) de Enero de dos mil veintiuno (2021) 

Proceso No. 110013103036 2019 00521 00 

Se resuelve el recurso de reposición, interpuesto por el ejecutado, en contra de 

la determinación de 13 de julio de 2020, dentro de la cual, se dictó mandamiento 

de pago en contra de la sociedad Cooperativa de Salud Comunitaria Empresa 

Promotora de Salud Subsidiada Comparta EPS. 

Por esta vía, conforme al canon 442 del Cgp., el ejecutado presentó excepciones 

previas, denominadas; (i) falta de competencia por cláusula compromisoria y, (ii) 

falta de competencia por no haberse radicado la demanda en el domicilio del 

deudor. En su orden, porque conforme al convenio privado suscrito entre las 

partes para la prestación de los servicios, quedó asignado el conocimiento de las 

diferencias en un tribunal de arbitramiento, amén, que el canon 28.3 del Cgp., 

establece que la estipulación de domicilio contractual se tendrá por no escrita, 

siempre que el proceso se origine con ocasión a títulos valores.  

CONSIDERACIONES 

1. Los recursos conforme a los distintos conceptos doctrinales, son remedios 

procesales dirigidos, de un lado, a que la misma instancia donde se produjo una 

decisión, subsane por contrario imperio los agravios o errores en que se pudo 

haber incurrido, y tratándose de acciones ejecutivas, son utilizados como 

mecanismos para debatir hechos que consolidan excepciones previas (art.442 

Cgp). 

2. La demanda es el más importante ejercicio del derecho de postulación, dado 

que sus requisitos formales permiten configurar la columna vertebral de todo 

juicio y, garantizan la debida defensa de la parte convocada.  

Estas exigencias lejos de traducir un criterio formulista, garantizan el derecho 

de contradicción, porque a través de ella expone el actor la problemática 

jurídica que movió al actor a acudir a la administración de justicia; precisa cuál 

es la medida de la tutela jurídica que reclama y por la que llama a responder 

al demandado; y, en fin, establece, por ahí mismo, cuál es el cuadro que 

delimita el litigio y, subsecuentemente, el deber que tiene el Estado de 

dispensar justicia no más que en lo que allí se encierra, aunque tampoco 

respecto de nada menos. 
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Éste mecanismo irrumpe en el sistema procedimental con la finalidad de 

procurar la eliminación anticipada de irregularidades que pueden entorpecer 

en el futuro el desarrollo normal del proceso.  

3. Para resolver el recurso propuesto, memórese que el proceso ejecutivo 

tiene como finalidad esencial, la de obtener la satisfacción o cumplimiento de 

una obligación de dar, hacer, o no hacer, a favor del acreedor demandante y 

a cargo del deudor demandado, que conste en un título valor. 

Así las cosas, puede demandarse ejecutivamente, entre otras, las obligaciones 

claras, expresas y exigibles que consten en documentos que provengan del 

deudor o de su causante y que constituyan plena prueba en su contra, 

requiriendo del juzgador, el poder de ejecución judicial, entendiendo que el 

pleito solo finaliza con el pago de la obligación.  

Dicha facultad de “ejecución judicial”, no es otra cosa que la potestad 

jurisdiccional asignado a los jueces de la república, bajo el cual, pueden 

ejercerse todos los “poderes” coercitivos para lograr la satisfacción de las 

obligaciones, entre ellas, decreto de medidas cautelares, remate de bienes, 

entrega de títulos, citación de litisconsortes necesarios, entre otros, es decir, 

concluir los pleitos con el remate de bienes.  

En efecto, la Constitución Política otorga de manera excepcional y transitoria, 

la función de administrar justicia en particulares (art. 116), como lo es, un 

tribunal de arbitramiento, pero no por ello, puede entenderse que sus 

competencia se preserve en el tiempo, ya que su duración es limitada, y 

reglamentada en la Ley 1563 de 2012, a punto, que conforme al canon 43 de 

la disposición, remita a la jurisdicción ordinaria, la ejecución de sus 

providencias. 

Es por ello, que los tribunales, aún ante la existencia de cláusula 

compromisoria, están impedidos por la ley para conocer esta clase de litigios, 

por ende, aceptar la disposición pactada entre las partes, constituyen, en 

términos rigurosos, denegación de justicia, dado que, no existiría medio 

coercitivo para abrir paso a la ejecución de títulos “ejecutivos”. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, ha manifestado: 
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"(…) Entonces, si, conforme a la Constitución y la ley los árbitros no pueden ejecutar 

coactiva o forzadamente sus propias decisiones recogidas en laudos, mucho menos 

pueden hacerlo respecto de otras decisiones judiciales, ni de decisiones o títulos 

creados por los particulares que requieran de  poder o potestad coactiva. Pues esto es 

de tal entidad que su representación en la libertad (v. gr. mandamiento forzoso de pago) 

y en el patrimonio (v. gr. la ejecución, remate, etc.) del ejecutado, requiere, a juicio de 

nuestro ordenamiento, de la intervención de los órganos jurisdiccionales permanentes 

del Estado. De allí que si la ley no establece distinción dentro de la reserva estatal para 

este tipo de conocimiento, se concluya que de la competencia y jurisdicción arbitral, 

quedan excluidos todos los procesos ejecutivos incluyendo los atinentes a las pólizas 

de seguros en los casos del art. 8o. de la Ley 45 de 1990 (…)"1. 

Por consiguiente, aquí no es de recibo el primer alegato planteado por el 

demandado para despachar el negocio por parte de la Administración de 

Justicia. 

En lo propio a la falta de competencia por el domicilio del deudor, el régimen 

aplicable es el fijado en el canon 28.3 del Cgp., ya que las obligaciones 

ejecutadas derivan de pactos privados suscritos entre las partes y obrantes en 

el pleito, de donde se colige como el convocado informó, determinó y denunció 

que tenía domicilio en la ciudad de Bogotá.  

Así lo estipula la cláusula décima del convenio: “se establece como domicilio 

de este contrato la ciudad de Bogotá (…)”, igualmente, la cláusula 

compromisoria, tenía como propósito resolver las controversias en el Centro 

de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá, de otro lado, 

los títulos valores ejecutados registran como dirección de la demandada, una 

ubicada en la ciudad de Bogotá “Autopista Norte 97 70”,  circunstancias que 

resaltan que aún en el evento de tener uno de sus domicilios fuera de este 

Distrito Capital, la intención de la querellada fue siempre, asignar esta Capital 

como domicilio ordinario de sus negocios en la ejecución del contrato de 

prestación de servicios que dio origen a la creación de los instrumentos 

cambiarios. Por esta razón, este argumento tampoco tiene vocación de 

prosperar.  

 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 23 de septiembre de 
1994. Exp. 1566. 
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4. Por lo antes expuesto, se niega el recurso por falta de fundamento normativo.  

DECISIÓN 

Por lo expuesto el Juzgado Treinta y Seis Civil del Circuito de Bogotá D.C.  

  RESUELVE 

Primero. No revocar la providencia impugnada por las razones antes expuestas. 

Segundo: Ordenar por secretaría, controlar el término de ley en favor de la 

demandada, para la formulación de excepciones de mérito. 

En oportunidad, regrese el legajo al despacho para lo pertinente. 

H.C. 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

MARIA CLAUDIA MORENO CARRILLO  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 036 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 2433d489ff78669bdc18a984f3291f1c08ae5d937a93408005c30e666bd1def8 

Documento generado en 18/01/2021 02:44:31 PM 

 

NOTIFÍQUESE 
La Jueza 

 
MARÍA CLAUDIA MORENO CARRILLO 

 
 

 

JUZGADO TREINTA Y SEIS CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

D.C 

La anterior providencia se notifica por estado No.001 

 

Hoy 19 de Enero de 2021, fijado en la Secretaría a las 8:00 A.M 

LUIS ALIRIO SAMUDIO GARCÍA  

Secretario 
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Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 























Señor 

JUEZ 36 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D. C. 

E.                                 S.                           D. 

 

Ref.: Radicación 110013103036-2019-00521-00 

        Proceso ejecutivo de MEDICAR SALUD LIMITADA CONTRA 

        COOPERATIVA DE SALUD COMUNITARIA EMPRESA PRO 

        MOTORA DE SALUD SUBSIDIADA “COMPARTA EPS- S” 

 

En mi calidad de apoderado de la parte demandante en el proceso 

citado, en forma respetuosa manifiesto que doy contestación al 

recurso de reposición presentado por la parte demandada 

COMPARTA EPS-S, en los siguientes términos: 

 

Por la normatividad de la Pandemia, una vez interpuso el recurso 

de reposición la entidad demandada, y envío copia del recurso, la 

entidad demandante, MEDICAR LIMITADA contestó en la forma y 

términos dicho recurso y se envió  al correo institucional del 

Juzgado, pero nuevamente al correr traslado el Despacho del 

recurso de reposición, lo contesto así: 

 

 

SOLICITO SE NIEGUE DICHO RECURSO de inmediato y en 

consecuencia, se confirme el auto mandamiento de pago, teniendo 

en cuenta las razones que expongo adelante. 

 

Siguiendo determinaciones de mi poderdante, EXPRESAMENTE 

NO SE ACEPTA Y SE RECHAZA EL PACTO ARBITRAL PARA EL 

TRÁMITE DEL PROCESO EJECUTIVO O COBRO COACTIVO DE 

LAS OBLIGACIONES CLARAS, EXPRESAS Y EXIGIBLES 

CONTENIDAS EN EL TÍTULO EJECUTIVO COMPLEJO 

PRESENTADO CON LA DEMANDA, puesto que no hay pacto 

sobre procesos ejecutivos, no es procedente el trámite ejecutivo 

arbitral por no existir y la demandante bajo la no aceptación de 

convenios o acuerdos decidió recurrir a la justicia ordinaria para 

hacer valer sus derechos. 

 

CONSIDERACIONES: 

 

1. La parte demandada, COMPARTA EPS- S, presenta recurso 

de reposición  sobre dos causas: 

Falta de competencia del Juzgado que la hace consistir en la 

existencia de una cláusula compromisoria y la segunda, que 

el domicilio se encuentra en la ciudad de Bucaramanga. 



2. SOBRE FALTA DE COMPETENCIA POR CLÁUSULA 

COMPROMISORIA: 

2.1. El recurrente hace referencia al artículo 116 de la Carta 

Política, al artículo 4 de la ley 1563 de 2012 y algunas 

decisiones tomadas por la Corte Constitucional, Corte 

Suprema de Justicia y Consejo de Estado, sobre las 

cuales debe señalarse que no propiamente se refieren 

al tema de los procesos ejecutivos o cobro coactivo por 

parte de árbitros. 

2.2. En el  contrato número 22530701172ES02, contrato de 

prestación de servicios de atención en salud de 

segundo nivel de complejidad, en la CLÁUSULA 

VIGÉSIMA PRIMERA. COMPROMISORIA: Se acordó: 

“Las diferencias que surjan entre las partes en relación 

con el presente contrato, serán sometidas a la decisión 

de un Tribunal de Arbitramento conformado por un (1) 

árbitro que será designado por el Centro de 

Conciliación y arbitraje de la Cámara de Comercio de 

Bogotá por sorteo de la lista de árbitros…” Como se lee 

es una cláusula genérica que NO CONTIENE UN 

ACUERDO O PACTO ESPECÍFICO, EXPLÍCITO Y 

EXPRESO DE SUJETARSEN LAS PARTES A LA 

JUSTICIA ARBITRAL EN EL COBRO COACTIVO O 

PROCESO ARBITRAL, por lo cual en el hipotético caso 

que fuera posible hacer esta estipulación no existe 

procedimiento específico ejecutivo arbitral ni el 

legislador ha autorizado a los árbitros a llevar procesos 

ejecutivos, aspectos que de hecho rechazan esta 

posición del recurrente. 

2.3. Para que sea viable el arbitraje, como forma de 

administrar justicia por particulares se deben cumplir 

tres requisitos: 1) Estar plenamente habilitados por las 

partes; 2) ejercer su competencia en forma temporal y 

3) actuar dentro de los términos dispuestos en la ley. 

Ninguno de estos requisitos se cumple para que sean 

los árbitros quienes lleven el proceso ejecutivo como 

pasa a verse. 

2.4. En el pasado se exigió por el legislador, NO EL 

CONSTITUYENTE, la transigibilidad, cuya fuente 

estaba  en la ley 270 de 1996, artículo 13 (…en asuntos 

susceptibles de transacción), modificado por el artículo 

6 de la ley 1285 de 2009 y el artículo 1 de la ley 1563 

de 2012, que limitó la competencia de los árbitros a los 

“asuntos de libre disposición o aquellos que autorice la 

ley.” 



2.5. En el Código de Comercio, en el artículo 2010 derogado 

por el Decreto extraordinario 2279 de 1989, artículo 55 

y Decreto 1818 de 1998, en su inciso final 

expresamente se regulaba la situación de los procesos 

ejecutivos: “El compromiso y la cláusula compromisoria 

implican la renuncia a hacer valer las respectivas 

pretensiones ante los jueces, PERO NO IMPIDEN 

ADELANTAR ANTE ÉSTOS PROCESOS DE 

EJECUCIÓN.” (Lo resaltado es mío). 

2.6. La Corte Constitucional en sentencia C-1038 de 2002 

advirtió que si no se autorizó al Centro de Arbitraje la 

toma de medidas cautelares no puede legalmente 

hacerlo. 

2.7. El Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia, 

sala de Casación Civil y el Tribunal Superior de Bogotá, 

han considerado que actualmente no es posible para 

los árbitros adelantar procesos ejecutivos. 

2.8. En sentencia del 8 de julio de 2009, el Consejo de 

Estado señaló las siguientes razones que siguen en 

vigencia y delatan la falta de jurisdicción de los árbitros 

para conocer de trámites ejecutivos o cobros coactivos 

aún de sus laudos arbitrales: “1. De un lado, es 

necesario que el legislador autorice y establezca el 

procedimiento a seguir por parte de los árbitros, cuando 

se trata de cobros ejecutivos, puesto que el 

procedimiento que actualmente existe corresponde a 

un proceso de conocimiento, declarativo y de condena, 

que obviamente no resulta adecuado para aquella 

finalidad. 2) De otro lado, es necesario que las partes 

expresamente hayan acordado en el pacto arbitral la 

posibilidad de someter el conocimiento de árbitros el 

cobro coactivo de obligaciones claras, expresas y 

exigibles, contenidas en títulos ejecutivos.” 

2.9. La Corte Suprema de Justicia sala de casación Civil, en 

sentencia de tutela del 17 de septiembre de 2013, hace 

referencia a la decisión del Consejo de Estado, pero 

además, agrega que los árbitros administran justicia en 

forma transitoria y del proceso ejecutivo no se puede 

predicar temporalidad y No hay norma que autorice a 

los árbitros ejecutar siquiera sus laudos. 

2.10. Tampoco se puede bajo la luz del artículo 58 de la ley 

1563 de 2012, que las partes expresamente estipulen 

el arbitraje para resolver pretensiones ejecutivas y 

propusieran ellas un procedimiento para el efecto, con 

un límite temporal. 



2.11. En sentencia de la Corte Constitucional T- 057 de 1995, 

considera la inaplicabilidad del proceso ejecutivo ante 

un Tribunal de arbitraje. 

2.12. El pacto arbitral es un negocio  jurídico de naturaleza 

declarativa. En el artículo 43 de la ley 1563 de 2012, se 

señala que la ejecución de un laudo arbitral conocerá la 

justicia ordinaria o contencioso administrativa. En el 

artículo 111 se determina que la autoridad judicial hará 

el reconocimiento y ejecución del laudo y en el artículo 

116 de la misma ley, sobre ejecución, prescribe que 

conocerá la autoridad judicial competente. 

2.13. Se trató un proyecto de ley 224 de 2018 “por medio del 

cual se crearía en nuestra legislación el pacto arbitral 

ejecutivo, su procedimiento especial y otras 

disposiciones relacionadas con el estatuto arbitral y la 

conciliación. Se discutió si el proceso ejecutivo arbitral 

ofrecía un mecanismo para asegurar una protección 

rápida y efectiva de los derechos del acreedor que se 

desprenden de un crédito, pero dicho proyecto se 

quedó en la repetición del proceso declarativo arbitral 

ya consagrado en la ley 1563 de 2012 con algunas 

facultades a los árbitros para ejecutar sus propios 

laudos. 

2.14. En sentencia C-431 de 1995 (MP Jorge Arango Mejía) 

determina que es el legislador al que le corresponde 

establecer los asuntos y la forma en que pueden 

administrar justicia los particulares, los límites, 

funciones y facultades. No es procedente hacer una 

interpretación extensiva de la jurisprudencia sino la 

decisión legislativa de ampliar y reglar los poderes de 

los árbitros.  

2.15. La Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Civil, 

en sentencia del 13 de febrero de 2013, expediente 

2013- 00217-00, de manera concluyente señala:” Si los 

árbitros no están legalmente facultados para ejecutar 

los laudos que profieren menos aún puede llegar a 

considerarse que pueden hacerlo respecto de 

obligaciones derivadas de instrumentos creados por 

particulares o de providencias judiciales.” 

2.16. La Corte Suprema de Justicia, sala de casación civil 

completa el tema en sentencia del 17 de septiembre de 

2013, expediente 2013- 02084-00, determinando que 

surgen dos obstáculos para que los árbitros tramiten 

procesos ejecutivos: 1) Que el legislador autorice y 

establezca el procedimiento; 2) Las partes 



expresamente hayan acordado el pacto arbitral para el 

cobro coactivo de obligaciones claras, expresas y 

exigibles contenidas en títulos ejecutivos.  

2.17. El legislador solo en casos determinados ha autorizado 

el arbitraje en contratos de créditos como el artículo 88 

de la ley 510 de 1999, sobre créditos hipotecarios y la 

ley 1676 de 2013, artículo 78, sobre ejecución y 

liquidación de una garantía inmobiliaria y no existe 

norma que faculte a los árbitros para tramitar procesos 

ejecutivos o cobros coactivos señalando un 

procedimiento. 

2.18. De otra parte, el recurrente solicita que se le informa a 

la parte demandante que debe iniciar el proceso 

ejecutivo ante árbitros y aparte, de todas las 

consideraciones que señalan ampliamente la falta de 

competencia de los árbitros para tramitar procesos 

ejecutivos o cobros coactivos, en el remoto caso de 

fuera posible esa alternativa, el artículo 70 de la ley 

1563 de 2012 establece que la autoridad judicial a la 

que se somete un litigio sobre asuntos objeto de 

arbitraje, remitirá a las partes al arbitraje si lo solicita 

cualquiera de ellas, debiendo realizarse esta actuación 

hasta la contestación de la demanda. 

3. SOBRE LA FALTA DE COMPETENCIA POR NO 

RADICARSE LA DEMANDA EN EL DOMICILIO DEL 

DEUDOR: 

3.1. Se signa por el recurrente que la estipulación del 

domicilio contractual se tendrá por no escrita y que el 

domicilio de la demandada  es Bucaramanga. 

3.2. En el contrato de prestación de servicios ya señalado 

en este escrito, se señala que la señora LISETH 

VIVIANA ARIAS MERIÑO, quien suscribió el contrato 

invocó su calidad de gestora departamental de 

servicios de salud del departamento de Cundinamarca 

de COMPARTA EPS-S, e igualmente, poder del 

representante legal. En la cláusula tercera sobre el 

ámbito del contrato se determina que la zona de 

operación es Cundinamarca y no SANTANDER donde 

está ubicada Bucaramanga. 

3.3. En la cláusula quinta de referencia y contrareferencia 

parágrafo segundo se determina que para acceder al 

sistema la dirección física es carrera 18 No. 32 A- 60, 

Teusaquillo de la ciudad de Bogotá. 

3.4. En la cláusula décima. Domicilio y administración del 

contrato: ”Se establece como domicilio de este contrato 



la ciudad de Bogotá Autopista Norte No. 97-50, Edificio 

Porto 100; por el objeto y ámbito de este contrato, la 

administración tiene responsabilidad en la oficina de 

gestión de servicios del Departamento de 

Cundinamarca. Con imputación al presupuesto de 

servicios de segundo II nivel, en la estructura del anexo 

técnico plan de cobertura.” 

3.5. En la cláusula compromisoria que es la vigésima  

primera se hace referencia a la Cámara de Comercio 

de Bogotá y no de Bucaramanga. 

3.6. En la hoja contentiva del plan de cobertura, se señala 

expresamente el departamento Cundinamarca, 

regional centro y área, Bogotá. 

3.7. En la póliza de seguro de responsabilidad civil 

extracontractual derivada de cumplimiento, expedida 

por Seguros del Estado en los datos del asegurado 

beneficiario COMPARTA EPS-S denuncia ésta como 

dirección la AUTOPISTA NORTE No. 97- 50, ED 

PORTO 100, BOGOTÁ D. C., DISTRITO CAPITAL. 

3.8. Por Toda la normatividad existente sobre salud, desde 

la ley 100 de 1993, ley 1122 de 2007, ley 715 de 2001, 

Decreto 4747 de 2007, resoluciones 3047 de 2008, 

1552 de 2013 y 0256 de 2016 y demás normas, la EPS 

COMPARTA, estaba en la obligación de tener domicilio 

en el área de cobertura Cundinamarca y Bogotá, 

porque en la misma se debía cumplir todas las 

obligaciones y prestaciones, y si no fuera así, 

COMPARTA EPS- S, habría actuado a espaldas de esa 

normatividad y del aseguramiento del servicio que se 

debía prestar, situación que no podría tener alcance 

legal para modificar el lugar de cobertura del servicio, 

Bogotá y Cundinamarca y en forma manifiesta adopta 

una actitud de hecho que rompe todo el esquema legal 

de la prestación del servicio de salud subsidiada en 

Bogotá y Cundinamarca al hablar de Bucaramanga 

Santander. 

3.9. Toda la facturación en la casilla del deudor tiene como 

dirección AUTOPISTA NORTE 97-70 DE BOGOTÁ. De 

esta manera la ejecución del contrato fue en la ciudad 

de Bogotá y departamento de Cundinamarca, y no obró 

elección contractual de domicilio, precisamente porque 

las obligaciones derivadas del contrato de prestación 

de servicios debían cumplirse en esas áreas, no en 

Bucaramanga o en Santander. 

 



4. SOLICITO al señor juez tener en cuenta la siguiente 

información que se constituye además como prueba evidente 

de que el lugar de prestación de los servicios, cumplimiento 

de obligaciones y ejercicio de derechos era la ciudad de 

Bogotá y Cundinamarca, no Bucaramanga y Santander: 

  

La entidad demandada, COMPARTA EPS-S, señaló en su 

recurso de reposición que no había competencia porque no 

tenía domicilio en la ciudad de Bogotá. Sin embargo se ha 

citado a Medicar Salud Ltda y al suscrito a conciliación por 

Johanna Diaz, ejecutivo junior regional Centro y la dirección 

suministrada es Autopista Norte No. 97-50, piso 11, oficina 

1106, Bogotá Colombia.  

  

En consecuencia, anexo las citaciones para una posible 

conciliación y la dirección de Bogotá, e igualmente, fotografía 

del edificio ubicado en la autopista norte No. 97- 50 de 

Bogotá, donde COMPARTA EPS-S, tiene sus oficinas en el 

piso 11, con lo cual quiero evitar el error que trató de crear la 

parte demandada, al indicar que no tenía domicilio y lugar de 

cumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación 

contractual con Medicar Salud Limitada en Bogotá. Es decir, 

no es cierto este argumento no solamente porque allí 

permanece Comparta EPS- S, sino por toda la legislación 

sobre salud que obligaba a esta entidad a tener su lugar de 

cumplimiento de obligaciones y prestación de servicios en 

Bogotá y Cundinamarca, por tener contrato con el Estado 

para atender pacientes de salud subsidiada en esta zona y 

por tanto, con un lugar de prestación de servicios y 

obligaciones dentro de la ciudad de Bogotá y Cundinamarca  

y no en Bucaramanga y Santander.   

 

Anexo los documentos anunciados como pruebas en el 

numeral 4 de esta contestación al recurso de reposición 

presentado por COMPARTA EPS-S. 

 

 

Respetuosamente, 

 

LUIS ARMANDO FAJARDO RODRIGUEZ 
LUIS ARMANDO FAJARDO RODRIGUEZ. 

c. c. 19.283.023 de Bogotá. 

T. P. No. 18.158 del C. S. de la J. 

Teléfono 3103207257. 

Correo luisarmando_fajardo@yahoo.com  

mailto:luisarmando_fajardo@yahoo.com
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